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Ha decIdido:
Declarar que la ResolucIón de 30 de marzn de 1982 del Instilulo

Nacional de la Seauridad Social por la que se publican loo
lribunales que han de juzsar las pruehas selectivas de la opooición
a la Escala Unlca del Cuerpo "uxiliar de la Administración de la
Sesuridad Social no mvade las competencias de la Generalidad de
Cataluña. _ '

Publíquese en el «Bolelin Oficial del Estado".

Deda en Madrid a 4 de diciembre de 1984.-Firmado: Jerónimo
Arozamena Sierra.-Angel Latorre Sesura.-Manuel Diez de Velasco
Vallejo.-Francisco Rubio Uorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis
Diez Picazo.-FranelSCO Tomás y Valiente.-Rafael Gómez-ferrer
Moranl-;Afllonio .Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer,

la sigUiente

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Jerómmo A.rozamena SIerra. Viceprestdente. y don An~J Latorre
Sesura. don Manuel Diez de Velasco Vallejo, don FranCISCO Rubio
Uorente. doña Gloria Segué Cantón. don Luis Diez Picazo. don
FranCISCO Tomás y Valiente, don Rafael Gómez·Ferrer -Morant,
don ;\ntomn Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY.

SENTENCIA

, En el conflicto positivo de competencia núm. 371/1982. promo­
Vido por el Abogado del Eslado, en representación del Gobierno de
la naCión, contra el Decreto 162/1982, de 3 de junio, por el que la
Generalidad asume competellCUls de réBimen local, Ha companeci·
do el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluilá, .e",esenta·
do por el "bogado don Manuel.Maria Vicens Matas, y ha sido
ponente la M"iístrada doña Gloria.lleaué Cantón, quien expresa el
parecer del Tnbunal. ' ' • -

1. ANTECEDENTES
1. Por escrilO presenlado en <$le Tribunal Constitucional el 1

de octubre de 1982, el Abogado dei Estado. en representación del
Gobierno de la nación, promovió conflietopositivo de competen­
cia frente a la Generalidad de Cataluña en relación con el Decreto
162/1982, de 3 de junio. por el que la Generalidad asume
competencIas de régimen local (publicado en el «Diario Oficial de
la Generalidad de Cataluña» núm. 234, de 23 de junio de 1982),
con la súplica de que se dietase Sentencia en la que. anulando el
CItado Decreto. se declarase que las competencias a que remite el
art. 1.° del mismo corresponden al Estado. Por otrosí solicitó.
igualmenle, basándose en el art, 161.2 de la ConstitUción. la
suspensión del Decreto impugnado> .,

2. Los argumentos en los que el Abogado del Eslado funda-
menl& su pretensión pueden resumirse -así: - > _ "

a) El apartado "l del arto '1.° del Decreto objeto de conflicto.
al asumir las comperencias atribuidas a los órganos de: la Adminis-­
traClón del Estado en el art. 421 de la Ley de Régimen Local,
precisa: «En relación con el cual se mantiene vi¡ente: Ministro de
Administración TerrÍloriaJ. Gobernador civil.»

Tal redacción resulta equívoca. pues no se sabe bien si lo que
se pretende es la asunción, por parte de la Generalidad, de las
~mpetencias de los órpnos .estatales que le mencionan. o.
SImplemente. la asunción de, Idénticas competencias, pero sin
excluir las que se mantIenen ~Jl#ntes 8 favor de aquéllos.

bJ El arto 421 de la Ley de RlWmen Local subsiste lÓlo en,
cuanlo confiere al Eslado la potestad de suspeQder. por motivos
graves de orden público, a los ~identes Y 'IIliembros de las
Corporaciones Locales por un plazo de sesenta dlaa,

Dicho precepto cuenta con una expresa fundamentación de su
legitimidad constilucional al haber s.do el\Íuiciado en UD recuno de
inconstilucionalidad, fallado en Sentencia de 2 de kbrero de 1981.
La doclrina contenida en el fundamento 10 de dicha Sentencia del
Tribunal Constitucional sirve de apoyo' a la subsistencia del
precept~ en la parte que no ha sidn afectada·por la declaración.de
mconstltuclonabdad; de aqUI que no sea preciSO añadir al referido
«I1lotivo grave de orden público" la exig<ncia 'de Que resulten
afectados los mtereses generales de la nación u ollos iotereses
extramunicipales, pues es esto último lo que actúa como justifica­
ción legitimadora del supuesto legal. Si el orden público no fuere
un valor jurídico trascendente a una esfera territorial limitada, el
precepto no habría podido subsistir, O su subsistencia no se habrla
confiado al texto originario. ,

El «motivo grave de orden PÚblico", que opera como presu­
puesto de la norma, neva implícito el juicio -por lo demás clásico
en la doetJina- de la indiviaibilidad del concepto mlamo, y
encuentra su fundamento en el reconocimiento de intereses que De
pueden calificarse jamás como intereses puramenle locales,

c) No cabe. pues. hablar de «I1lotivos graves de orden público"
Que afecten exclusivamente a la esfera tocaJ, a la esfera regíanal o
a la nacional, según cual sea en cada caso la proyección territorial

. de su incidencia o la índole o nivel de los intereses afectados por
la aparición'de estos motivos.

Los intereses que IesJtiman la drástica medida Iimitadora de la
autonomla local. contenida en el arto 421 de la Ley de RéglInen
Local, son. pues. «intereses generales». y. sin negar que «la,
Comunidades Autónomas DO son ni pueden ser ajen86 al interés
general del Eslado. la defensa espedfica de éste es alribuida por la
Constitución al GobierR"" (Senlellcia del Tribunal Constitucional
de 20 de julio de 1981. fundamento 3.°).

d) La Constitución. en su arto 149.1.29. álribuye al Estado con
carácter de competencia exclusiva «la sesuridad pública», actividad
definida por el Tribunal Constitucional como la «dirigida a la
protección de personas y bienes (sesuridad en sentidn estricto) y al
mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano, que son
finalidades inseparables y mutuamente condicionadas» (Sentencia
de 8 de junio de 1982. fundamento 3."),

es claro que «los motivos graves de orden públieo» a que se
refi.... la Ley de R~menLocal sólo pueden tener cabida dentro de
la nocióD de aegundad pública» que menciona el ano 149.1.29 de
la Constitución, por lo que no cabe duda de que la compelencia
para e,ieroer las ftinciones previatas en aquella Ley debe correspon­
der al Eatado de manera exclusiva. "

La competencia del. Estado en el presente cáso no ha de medirse
CQwaticamente en función de una apreciación más o menos
IUb~va _de la noción de aravedad, sino que ésta viene ya
pretlgwada y establecida por la Ley, como condición 'misma de la
competencla. Si no hay ll"'vedad en el motivo de orden público, la
competencia no puede ejercitarse; si tal gravedad exisle, la compe-
teneJa sólo puede corresponder al Estado, '

e) Laa precedentes consideraciones no pueden cuestionarse
-como ae hace en la contestación al requerimiento de incompelen­
cia- en virtud de las competencias autonómicas en máteria de
J'élimen local, pues no debe perderae de vista que la competencia
contemplada en el ano 9,8 del Estatoto de Cataluña se silúa en el
ámbito del an. 149.1.18 de la Constitución, como lo muestra
ínequivocamente la remisión que con la fórmula «sin perjuicio»
hace el referido-¡ncepto estatutario a la expresada norma constitu-
cional. ' .

, ' Un juicio de prevalencia por razón de especialidad. o de
coakI.uier otro criterio in1erpretativo, entre las competencias sobre
se¡undad pública y S!lbre réBimen local habría, de ponderar el
respectivo alcanoe de los aparlados 18.° y 29.° del núm. 1 del arto
149 de la Constitución.
- Por eJJ!, resulta de suma relevancia la doctrina ya sentada por
el Tribunal Constitucional en el fundamento S,°de su Sentencia de
28, aede)'ulío de 1981, que destaca la singular significación del
a¡>aJ'UI,Oo 18 del arto 149.1 como notable excepción a la construc·
ClÓD *'úca ¡eneraI del precepto en que se encuadra, al reflejar una
competencia. estatal no sobre un sector ..... !' menos concreto de
la acción administrativa, sino sobre las condiciones básicas OI'gáni­
cas y funcionales en ql:e han de eje!oeJse las competencias
materiales en eualquier sector O ámbito normativo.

En virtud del arto 149.1.18 y de IU desarrollo, el Estado no
puede alterar el orden de competencias instituidas para sectores
concretos. Por ello la seguridad pública. competencia genuina del
Eslado, no poede ni aer delegada por el Estado al amparo de
una norma sobre régimen jur1dico de las Administraciones Públi­
CJlS, ni ser asumida por las Comunidades Autónomas al amparo de
íd6ntlco esquema. -

f) Vistas las cosas desde el punto de vista de la legislación
vigente sobre réBimen local, se comprende anle todo que dtcha
legislación, como norma preconstitucional•. no, p~do. tener en
cuenta la nueva ordenación de competencIas lDStltUlda;S en la
Constitución, Por lo tanto resoha patente que ni todas las compe­
tencias previstas en SU texto y nominalmente referidas ,8 órganos
del Eslado han de ejercitarse precisamente por ésle. DI tampoco
pueden las Comunidades Autónomas ~rse de modo mdiscn­
minado todas las competencias que. incJwdas en un. text!? que ha
merecido con justicia el título de codificación pa~al, > llenen su
ubicación constitucional en muy diversos entes temtonales.

- Pleno. Conflicto. positivo de compi'lencía número
37111982, SentencIa número 117/1984. de 5 de di­
cIembre.
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De ahi las reservas que tanto el arto 148.1.2 de la Constitución
como el arto 9.8 del Estatuto Catalán (desarrollando el 149.1.18 de
aquella) contienen respecto a las facultades autonómicas en materia
de asunción de competencias. y que impiden por fuerza estimar
que toda la materia de régimen local' es- asumible por las Comuni~
dades Autónomas. .

La competencia delart. 9.8 del Estatuto Catalán snbre materias
de regimen local tiene una naturaleza similar a !iU precepto matriz
de la Constitución (art 149. L 18); se trata no de una competencia
sobre un sector o ámbito nonnativo (puesto que la legislación de
regimen local llega a comprender una pluralidad de éstos). sino de
una éompetencia organlzativa e instrumental de desarroHo de unas
bases. que debe acatar en su ejercicio las competencias auténtica·
mente «materiales» distribuidas en la Constitución.

g) En relación con la asunción de competencia que a favor de
la Generalidad reali2a el apartado 8) del art. I del Decreto
impugnado, han de darse por reproducidos los al'gumentos expue&oo
tos anteriormente en justificación de la competencia estatal.

La tipificación de la competencia dentro del marro del orden
público se encuentra suficientemente desarrollada en el propio
texto del requerimiento de incompettncia-formulado par el Gobier­
no. No cane duda, en efecto. de que la competencia instituida en
el an. 1932 del Reglamento de Ol¡¡lmizaciQn. Funcionamiento y
Régimen Juridico de las Corporaciones Locales. de 17 de mayo de
1952. trata de hacer viable y posible el normal funcionamiento de
una institución pública y de facilitar el ejercicio de 101 den:cf:l
deberes constitucionales de los mjembros de la Corporación
El citado precepto reglamentario es, sin duda, repnlllOIltativo de
una nonna básica que responde a la finalidad de guantizllr el
funcionamiento de la·Corporación Local.. .

Parece obvio que en un Estado social YdemocrálÍco de derecho
la noción de ~dad pública no puede cin:unscribine al «¡lUl'O
orden o tranquilidad de la ca11e». sino que debe abatear todas
aquellas medidas que~ a _mar el rquIar funcionamiento
de las instituciones. La noción de seguridad pública refteja aquella
parte de la actuación administralÍva que consiste en un asegura­
miento preventivo. o en~ realización ur¡ente., y. no demorable,
del derecho; y esta función le corresponde al Estado de modo
exclusivo e irrenunciable. . "

h) La cuestión de si la orden de convocatoria de sesión,
injustificadamente omilÍda, debe entrar o no en el concepto de
seguridad pública. puede ser objeto de cOnsideraciones div~

Desde un punto de vista valOl1ltivo. no se oculta la anovedad de
una situación en la que una minorla de Concejales, elegidos por
sufraaio y legltimos representantea de loo vecin.... ve obstruido su
derecho y su deber de ejercer Iegitimamente el~. Loo principioo
constitucionales de Ieplid"". seguridad, intetdicéión de la arbitra­
riedad, ete.~ se verían ....vilÍmameute tomprome'lidO& si el deber
de convocatoria no existiera, pero. snbre todo, se verla perjudicada
la seguridad pública si no se artic:ulara un mecanismo de reaa:ión
ur¡ente de otro poder público ~eno al responlllble de la situación.

Desde un punto de vista positivo, la noción de seguridad
pública debe ser inferida de la nonna actualmente vigente. la J'"l'
de Orden Público de 30 de julio de 1959. que sitúa en el arto 1.0 de
la misma como fundamento del onIen público el «normal funcio.
namiento de las institueioDes».

3. Por providencia de 6 de octubre de 1982. la Sección l.' del
P!enn de este Tribunal Constitucional acordó: a) tener por
planteado por el Abopdo del Estado. en _tación del
Gnbierno de la Nación, conflicto positivo de compefencia en
reíación con el Decreto 162/1982, de la Generalidad de Cataluña;
") dv traslado al Comejo ~ecutiyO de la Generalidad de
CU21uña de la demanda y demás documentos para que. en el plazo
de v.inte di... aportase CU1lI1tOI documentoo y aIeilaciones consid<>­
rara pertinentes; cl diriair comunicación al Presidente de la
.<\udiencia Territorial de Ilarcelona para conocimiento de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la misma, por si ante ésta
estuviera impugnado o se iI!PUP~ el referido Decreto. a 'los
efectos del art. 61.2 de la Ley OJP.níca del Tribunal Constitucional
,WTCJ¡ d) comunicar al Presidente delCn~ Ejecutivo de la
Gt~eralidadde Cataluña la ....pensión de la vigencia Y llIl1icación
de! indicado Decreto en virtud de lo dis¡lueSto en el arto 64.2 de la
LOTC; y e) JUblicar en el «Iloletln Oficial del Estadolo Y en el
.<DJa.1o Ofici de la Generalidad de Cataluñ.,.. mediante edictos,
la formalización del conflicto y_la suspensión acordada, conforme
previene el arto 64.4 de la LOTe.

4. Por escrito preoentado en este Tribunal el 26 de octubre de
1982. el Abosado de la Generalidad de Cataluña solicitó se le
tUVIera por comparecido y parte en representacIón del ·Consejo
Ejecutivo de la misma y se prorrosara el plazo para efectuar las
correspondientes alegaciones hasta el máximo I~L

5. Por providencia del día siguiente. la SeccIón 1.8 del. Pleno
de este Tribunal acordó tener por comparecido y parte al Abogado
d~ ta < Generalida~. en nombre y representación del Consejo
EJecut1\·o de la' mIsma, y prorrogar eJ plazo para formulación de

alepciones en diez dias más a contar desde el sisuiente al de la
flllalización del ordinario. .

6. Por escrito presentado en este Tribunal el 18 de noviembre
sigaiente. _el Abopdo de la Generalidad. en representación del
Consejo ~ecutivo de la misma, solicitó se dictase Sentencia
desesumando la petición adven;a y declarando que la Generalidad
de Cataluña es competente para dictar los preceptos que han sido
objeto de impugnación contenidos en el Docreto ló2/1982. .

Los argumentos en que basa Su pretensión el representante del
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña pueden sintetizar­
se de este modo:

a) El tema objeto del presente conflicto positivo de competen.
cia~ en tomo a doo de los controles de legalidad que sobre ¡as
Entidades locales establece la l~s1ación de régimen local.

El primero de 'ellos, contenIdo en el arto 421 de la Ley de
Résimen Local, tras la Sentencia del Tribunal Constitucional de 2
de febrero de 1981. recaida en el recÚl10 de inconstitucinnalidad
núm. 186/1980. se refiere el<Clusivamente a la facultad de suspen­
der por un plazó máximo de sesenta dlas a loo Presidentes y
miembros de las Corponlciones Locales por motivos anoves de
orden público.

El segundo es el previsto en el art. 193.2 del Reglamento de
Organización. Funcionamiento y Régimen Jurídico delas Corpora·
ciones locales aorobado por Decreto de 17 de mayo de 1952. yse
refiere a la filcultad de ordenar al Alcalde. en el ca'lO de que éste
.demore sin causa justificada la convocatoria de sesión extraordina­
ria solicitada por los Conceja\es, que lo baga en el plazo de cuatro
días.

En virtUd de las competencias -de carácter exclusivo- que en
materia de rétlimea local atribuye a la Generalidad de Cataluña el
arto 9.8 de su~tutode Autonomía en relación con el art. 149.3
de la Constitución, el Consejo EjeculÍvo de la Generalidad ha
procedido a dictar el Decreto 162/1982. de ) de junio. por el que
se dispone que ..... el Gobierno de la Com.unidad Autónoma, por
medio del~to de GObernación. el que en loSllCeslYo
habrá de ejercer en el territorio de Cataluña las competencias
atribuidas a I~ órganos de la Administración del Estado por las
normas antes Citadas. ".. .

b) La posibilidad constitucional de arbitrar controles de legali­
dad, de carácter especiñeo, sobre las Entidades locales de mano ra
que éstas no se vean abocadas a uila posición de subordinacion o
dependencia cuasi jerárquica respecto de la Administración del
Estado U otras Eñtidades territoriales -como ocurre ron los
controles que han motivado esta liti.s- ha sldo inequívocamente
admitida por el Tribunal Cc¡nstitucional en la Sentencia antes
citada de 2 de febrero de 1981.

EIi principio. estas facultades podrán ejercene tanto por el
Estado comoJlOf las Comunidades Autónomas en todas y cada una
de sus manifestaciones o modalidades. dado que la Constitución
españnla no se ha pronunciado rigarosamente snbre la cuestión de
a quien conesponden las filcultades o podereS de control de la
lesa1idad sobre las Corporaciones Locales.

Tanto es asi que, incluso para aquellas Comunidades que no
accedan a la autonomía por la vía del art. 151 de la Conslltucion.
el art. 148.1.2 de. la misma ha previsto que. dichas competencias
pueden setles transferidu por el Estado en las condiciones que la
lelislación sobre réliníen local autorice.

Por consi¡uiente, no se advierte ningún motivo que pueda
justificar la imposibilidad de que las mencionadas competencias
sobre loa Entes locales llUCdan- ser ejercidas por 1.. Comunidades
Autónomas, sino todo 10 contnlrio: y mucho menos que con tal
ejercicio comunitario -previ!to constitucionalmente- se. compro­
meta en lo más minimo el esquema de competencias exclusivas e
irrenunciables que al Estado confiere la Constitución.

e) 1.0 que 0ClJ"'C es que el representante del Gobierno de la
Nación asimila loa conceplOl .......ridad públi"'" y «orden públi•
CO», que son nociones constituCionalmente diferenctables. como
con total acierto ha proclamado el Tribunal Constitucional en la
Sentencia de 8 de julio de 1982. recaida en el conflicto de
competencia núm. 16/1982. Ello explica la risidez que la parte
contraria atnDuye al tema de los controles sobre los Entes locales
desde la óptica competencial, cuando lo cierto es que la Constitu·
ción no ha querido adoptar ningún pronunciamiento irrevocable
precisamente J'!Ira que la materia pudiera ser abordada con la
mayor f1exibihdad y en función del nivel de competencias que en
cada caso asumieran las Comunidades Autónomas.

d) En otro orden de co.... hay que dejar también sentado que
las- facultades a Que se hace alusión caen de lleno en el ámbito de
la llamada funcióp. ejecutiva, pues no introducen innovación
alguna en el ordenamiento ni. por lo tanto. crean Derecho objetivo.
sino que se limitan a aplícarlo. De: ahí que incluso aquellas
Comunidades que sólo tuVieran competencias ejecutivas en" mate­
ria de régimen local po9.rían asumir ~ facultades en cuestión. "

En conscuencia. las. funciones ejecutivas sobre los Entes locales,
.¡ muy especialmet)te fas·' relativas. al ejercicio de i~ legitimos.
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"C<introles'-a l\ue sé hacé ""rmncia: hay que entenderlas residencia- :
das en las ComunIdades Autónpmas que haYan accedido a la·

·autonoftUa sobre la haile del art; 151 de la Constituci~ y~o
y asumido' en "" Estatutos c;ompe¡encia. plenas en materia de
~en local al amparo del arto 149.3:de la propial.ty fundamen­
tar, por cuanto el aricterexcJusivo de Sus~cias en materia

'de ~men local lleva consigo el' despliegue 1aIIto·de potestades
normativas como de funciones eJt:CUtivas; En realidad ~sComo~
nidades AutóDomas han sustituIdo al Estado; colocándose en su

· lugar/ en el· bloque de. competéncias-iIormativas y l;jecutiva....
· proJllO del ~men local, con la única limitación del oblill".'io
respeto a la competencia del poder oentral Jl"I'I! fijar los prinCIpios
o criterios básicos en materia de ol'plUZ8CÍón y competencia
general de los Entes loeales. Basta para confirnJar lu expuesto
reparar en el tenor literal del arto 149.1.18 de la Constitución Yen
la doctnna sentada por el Tribunal Constitucional en la Sentencia
de 28 dejulio de 1981. dietada en el recurso de inoonstitucionalidad
promovido contra la l.ty de transferencia ur¡ente y plena de las

·Diputaciones catalanas a la Genellllidad. .. .. .
Por lo demáS, fue somainente revelador en este sentido el Real

Decreto-'ey 31í981, 'de .16 de enero, por el que se aprobaron
determlUadas medidas sobre el ~men Jurídico de las Corporacio­
nes 1"",,1es. que. poniendo al día divenos aspeCtos de la vigente
legIslaCIón de ~men loeal, dedarabe textualmente en su disposi.
ción final quinta: «Las filcultades de suspensión y tutela atribuidas
por el presente Real Decreto-ley a la Administr8ción del Estado
corre5¡londenin a las Comunidades Autónomas en relación con las
oompe¡encias que hayan asumido Yde acuerdo con lo establecido
en sus respectivos Estatutos de Autonómía». Y también lo es, en
el mIsmo sentido, la Ley 40/1981, de 28 de OC\Ubre, que reitera en·
su disposición 'final qUIDta el mismo criterio: ... .

el Dado que la GeneIlIlidad de Cataluña,.a1 amparo· de la
disposición transitona segunda de la Constitución. en relación con
d ap. 2.0 del an. 148 * la misma, asumió competencia exclusiva
en materia de régimen local (an. 9.8 del Estatuto), sin peJjuicio de
lO dispuesto en el núm. 18 del ap. JO del. art. 149 de bi Norma
fundamental. cuyo alcance no afi:cta a la cuestión objeto de este

·ronllíeto. dicha Comumdad Autónoma, en el qitimo desempeño
de ~us potestades de ejecucIón. se halla constitucIOnalmente habili­
lada para~ los C<1ntroles de legalidad sobre las CorpolllCÍones
locales radIcadas en su tenitorio, que deban considerarse vi¡entes
en el marco de la actual legislación de ~men loeaI.
< Por oirá parte, debe l"tCordarse que el derecbo aplicable en
Cataluña al rtgimen local, hasta tanto no se complete íntegramente
~I cuadro normativo Pftvisto en la C'-<mstitución y·en el Estatuto.
ba de deducirse del ordeoamiento hoy en vigor, tal como expresa
la disposición transitoria segunda del propio Estatuto, por lo que
no es de extrañar que el Decreto cuestionado, parti~ndo de estas

<premisas, dis¡>OJÍga que, en los propios términos de la Ley de
Régimen Local "igen~ en la actualidad, los controles de legafidad
<respecto a las Entidades locales se ejerzan por el Gobierno de la .
Genemlidad en el tenitorio catalán. .:

.Desde esta perspectiva, por consigoiente, la disposición de que
se trata no ba hecbo más que conectar la no'rmativa vi¡ente sobre
.,1 régimen. local con el contenido de la Constitución y <del Estatuto

·de Cataluna, en I.a Parte en que estos textos fundamentales tienen
-- un valor normativo y aplicativo directo_ é inmediato. Por ello DO

hay razón alguna para sostener que con la emanación del Decreto .
co!'tro~~do la Generalidad d;e Cataluña se haya excedido en lo
mas ~1Rlmo deIa5.COIÍlpe1enC18S que le corresponden en materia
de Iégi~local..· .

l} . Por lo que se refiere, roneretamente, a las alepé;ones que
e! Abogado del Estadu formula en relación al ap. Al del arto 1.° del
Decreto en causa. es preciso h!lcer las síguient~ consideraciones:

La interpretación de la redacción del propio preceJllO no suscita
dudas si se parte del carácter exclusivo de los competencias de la
Generalidad en materia de régimen local, salvando las competen­
Cias del Estado en JO que respecta a los singulares campos de acción
a él atribuidos por el an. 149.1.18 de la Constitución. que nada
tienen que ver con el asunto que le diacute.

El alcance del articulo cuestionado no'puede ser otro que el de
concretar o reafirmar la subrogación o sucesión de la Genellllidad
en las facultades de la Administración del Estadu relativas a los
controles sobre· los Entes locales radicados en el· tenitorio de
Cataluña, dado. 'lile la.competencia de la Genellllidad sobre el
régimen local es exclUSIva y la distribución tenitorial del poder
público. y político que hace la Constitución entre el Estado Y las
Comunidades Autónomas supone la lustitución del primero por las
segundas en determinadas esferas de actuación. ...

P~r otra parte, no cabe sostener que el «orden público»
consUluya una noción indivisible, que ademAs lleve siempre
directamente aparejada la delensa o tutela de los intereses generales
del .Estado. Ni siquiera era así antes de la Constitución, ni lo es
aho~ después de promulsada la Ley fundamental. El «orden
publICO» es un concepto POlivalente, juridicamente indeterminado

.,. <llexible, que 'pÓr sU prOpia naturaleza se acomoda a las más
variadas situaciones de la vida pú~ica. En consecuencia, puede
tulb1anle de IIn orden públiro econ6mico, social, polítICO, urbantsti·
etI, cm1, sanitario. internacional, general, local, etc.. con apelación
:en eada caso a los intereses comprendidos en dichas expresiones.
Tan «Orden públi""" os, por lo tanto, a5egUrllr la pacifica conviven·
cia vecinal, como haoer guardar el orden en las seSIones de los
órpnos representativos de los ~yuntamíentos. Y en estos supues­
tos. nadie podría seriamente sostener que el _den de las sesion..,.
cuyo mantenimiento se confta a los Alcaldes (arts. 202.3 Y 206.1,
entre otros, del Realamento de Orpni2acIón, Funcionamiento Y
Régimen Jurídico dé las Corporaciones LocaJesl y el «orden» que
están llamados a ¡>resenIIlr las pnlidas municipales, no sea un
«orden públiCOlO. . ,. .

El «orden públiCOlO a que se refiere el arto 421 de la Ley de
Régimen LocaJ es un «orden público locabo, valga la redundancia,
ya <J1!e tiene por objeto garanllZllr el normal funcionamiento de las
Entidades loeaIes. y SU tutela, después de promulgada la Constitu­
ción. ha de corresponder a las Comumdades Autónomas que
-como la Genemlidad de Cataluña- hayan asumido plenas compe·
tencias ~ materia de rtgimen loeaI.

y no cabe argllir que dicha tutela puede trascender de los
intereses de las Comuntdades Autónomas, por cuanto cualqUIer
manifestación de la aetividad de totas, de forma mediata o
índi.recta. siempre puede tener repercusiones en todo el temtorio
del Estado y no por esa razón han de verse privadas del ejercicio
de las competencÍ1ll que constitucionalmente les correspondeD.
Una interpretación en sentido contrario vendría a vaciar, en la
práctica, muchas de las potestades atribuidas a dichas Comunida·
des, pues son tambim muchas las materias cuyo desarrollo y
ejecución puede tener repercusiones méa allá de su territorio tal
como se bizo notar por el Tribunal Constitucional en el ap. J.a del
fundamento jurídico 2.0 .de la Sentencia de 16 de noviembre de
1981recaida en el recurso de ÍJlCOIlJtituciunalidad n6m. 814/1981.
. Lo expuesto lleva a la conclusión de que en la materia de que
se tra.la, como en todas aquellas en que pueda ser aoIicable la
noción de «Orden público» restrin¡ída a un determinado sector o
imbito material, el mantenimiento de la normalidad se confta en
primer lugar a los poderes ordinarios de las autoñdades competen·
tes ...., la presente litis, la Generalidad de Cataluña-, y sólo muy
excepcionalmente, cuando el ejercicio de estas potestades ordina­
rias sea insuficiente para mantener o restable<:er la normalidad, es
cuando han de entrar en jueao los~ exttaordinarios del

.Estado. '.
y son, cabalmente, estos pode¡es excepcionales del Estado los

que han de conectarse cnn la noción de «seguridad pública»,
función del Estado concebida para situaciones de excepcional
sravedad, tales como revueltas,.asonadas, motines, levantamientos
populares y 0lIlIs alteraciones muy sraves.de la convivencia
ciudadana '. .. -

A esta lÍItima finalidad no m.ponden~ente las corta.Y
temporales medidas que arbilrá.1a le¡íslación de régimen loeaI -en
el sentido en que ha SIdo interPretada por la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 2 de febrero de 1981, dietada en el recurso de
ÍDCOnstitucionalidad n6m. 186/l986-, sino los amplios recursos
que arbitra el arto -SS de la Constitución eB defensa del orden
general del Estádo y que han sido desarrollados por la Ley OIxánica
4/1981, de 1 de junio, quJadora de los estados de afarma.
extel>Ci6n y sitio. '. ' '.

El; cIelinitiva, ni el «orden ¡júbüeooo ni la «seguridad pública»
sirven paIlI apoyar las tesis de la representación del Gobierno, y
mucho menos para negar las competellcias exclusivas que legitima­
mente cortesponden a la Generalidad sobre.el~n loeaI por

: im_tivo de la Constitución y de su Estatuto de Autonoll1Í1l,
porque,~ ú!timo término, no cabe.duda de que lasaI~del
«orden publico» loeaI al que hace referencia el art. 421 de la Ley
de R6simen LocaJ es «más inberente» a las competencias sobre
~men locabo asumidas por la Generalidad en méritos del art. 9.8
del Estatuto de Autonomia de Cataluña que a las que puedan
corresponder al Estado para mantener la seguridad pública en todo
el tenitorio, salvando, claro está, las· funciones que, en su día,
ejercerá la Policía Autónoma.

8) Por lo que concierne al ap. D) del an. '1.° del Decreto
162/1982, se dan por reproducidos todos los argumentos expuestos
en apoyo de la competencia de la Generalidad de Cataluña,
añadiendo (¡nicamente que dicbp aparlJljo no es más que el reflejo
de las potestades ordinarias que la Constitución y el Estatuto de
Cataluña atribuyen a la Generalidad para el mantenimiento del
normal funcionamiento de las CorpolllCÍones locales y la facilita­
ción delláercicio de los derechos y deberes constitucionales por los
mten1bros de las mismas. Estas potestades ordinarias nada tienen
que ·ver con la «seguridad pública», que ~ el supuesto de que se
trata Sólo puede entenderse vinculada al ejecicio por el Estado de
sus»oderes de excepeióncomo consecueocia de alteraciones muy
araves de aquel normal funcionamiento Y. en tlJdo caso, cUllndo ya



42 ____2_l_d_i_ci_embre~198:..:.:4:._ B_O_E._-S__u.:.p_1._al_n_ú_m_._30_5

se hubieran agotado o resultasen insuficientes loe poderes ordina-,
rios atribuidos a la GeI1cra1idad.

Por todo eUo, las potesiades ordinariu para velar por elllOrmal
funcionamiento y desarrollo en Cataluña delrtgimen local y sus
COrporacio.... han de considerarse atribuidas a la Generalidad ya
que la Constitución y e! Estatuto de AulOllomJa le ban confiado
dicho «regimen» en exclusiva en e! áblbito de su jurisdicción.

7. Próximo s finalizar e! plazo de cinco meses a qué se refiere
el arto 65.2 de la LOTC y oidas las ParteS sobre el mantenimiento
o levantamiento de la suspensión del Decreto impuanado acordada
por providencia de 6 de octubre de 1982, e! Pleno de este Trihunal
Constitucional. por Auto de 22 de marzo de 1983, acordó mantener
la suspensión de la vigencia y aplicación del 8ft. 1.° ap. A), del
Decreto objeto dd conJlicto y levantar dieba suspensión en lo que
se refiere al ap. B) del mismo'precepto y disposición impugnados,
medidas que, respectivamente, se extienden al 8ft. 2.° delsusodieho
Decreto en cuanto remite a los doe apartados mencionados del
precepto anrerior, todo ello hasta que se diete Sentencia.

8. Por providencia de 22 de noviembre de 1984, se fija el dla
29 del mismo mes para deliberación y votación de'" presente
proceso. ..:

11. ' FUNDAMENTOS JURID1COS

1. La cuestión controvertida en e! presente conflicto de
competencia se centra en la asunción de competencias por parte de
la Generalidad de Cataluña en relación con las materias reau1J¡das
en el 8ft. 421 dela Ley de Régimen LoeaJ [ap. A) del 8ft. 1.° del
Decreto impugnado) y ene! arto 193.2 del Reglamento de Orga.niza­
ciÓD, FunCionamiento y Régimen JuridicO de las CorporaClones
Locales lapo B) del arto 1.° del mencionado Decreto de la Generali­
dad de Cataluila). .. ' . .
. 2. El fundamento constitucional en que el Abogado del Estado
apoya la competencia del' Estado en la materia objeto del conflicto
es el arto 149.1.2~.", que atri~ye al.~do I:a com~cia ex­
elusiva en matena de «segUndad publll:a, sm pelJWClO de la
posibilidad de creación de polielas por las ComUltidades Autóno­
mas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en
el marco de lo que disponga una Ley Or¡áoica». A juicio del
representante del Gobierno de la Nación, el «orden público» a que
.alude el arto 421 de la Ley de Régimen LoeaJ (LRL) entrarla
claramente en el concepto de «Se$Uridad pública» a que se refiere
el precepto constitucional menCIonado; igualmente entrari. en
dicho concepto, a su juicio, la finalidad de la medida prevista en
el aft. 193.2 del Reglamento de Organización, Funeionamien1c? y
Régimen Juridico de las Corporaciones LoeaJes, en cuanto también
el normal funcionamiento de las instituciones públicas. a que- hace
referencia el arto 1.0 de la vigente Ley de Orden Público, forma
parte de la «seguridad pública». por lo 'tue la fileultad prevista
tanto en el ap. A) como en el B) del 8ft. 1. del Decreto objeto del
conflicto correspondería al Estado. .

Por el contrario, e! Abogado de la Generalidad de Cataluña
fundamenta la competencia de esta Comunidad Autónoma en el
arto 9.8 de su Estatuto de Autonomia. que atribuye a dicha
Comunidad la competencia exelusiva sobre la materia de «régimen
local, sin perjuicio de lo que dispone el núm. 18 del ap. 1.° deI·art.
149 de la Constitucióll». En este sentido. el rePfes!'lltante de la
Generalidad entiende 'lue las facultades a que se refieren los aps.
A) YB) del 8ft. 1.0 del Decreto impugnado -y que constituyen otros
tantos controles de legalidad sobre entidades loc:aJe&- tienen
carácter ejecutivo y entran dentto de la oompetehcia que la
Comunidad Autónoma de Cataluña tiene estatutariamente atribui·
da. A mayor abundamiento, el Abogado de la Generalidad eonside,
ra que el orden pQblieo que aparece como fundamento de la
adopción de la medida de suspensión a que hace referencia el 8ft.
421 de la LRL -y, por remisióll, el ap. A) del 8ft. 1.° del Decreto
impugnado- no coincide con e! concepto de «seguridad pública»
del arto 149.1.29." de la Constitución, sino con un concepto más
amplio, en el que entrarla e! orden público «local», por lo que
-concluye- la salvaguardia de dicho orden público local es más
inherente a las competencias sobre régimen local que a.1as de
seguridad pübHca.

La «Seguridad pública» y el «regimen loes"'. SOll, pues, los
fundamentos constitucionales y estatutarios en los que, respectiva·
mente, apoyan la defensa de la competencia del Estado y de la
Generalidad de Cataluña los representantes del Gobierno de la
Nación y de la aludida Comunidad Autónoma en relación con la
disposiCIón objeto del presente conflicto. .

3. Aun cuando tanto el Abogado del Estado como la represen­
tación de la Generalidad otorgan un tratamiento análogo a los dos
supuestos contemplados en las normas impUl0adas, utilizando en
ambos supuestos el mismo titulo competencial y análnga argumen­
tacióñ, es preciso distinguirlos, dada la distinta finalidad que cada
uno persigue y la diferente naturaleza del control en ellos estableci­
do, que en el primer caso recae sobre el propio órgano local.

mientras que en el segundo lo ha<:o sobre la acttvtdad por él
fe1t1izada .

Por lo 'que respecta al ap. A) del 8ft. primero del Decreto en
cuestión, e! GobIerno de la Genera1idad asume, a través del
Departamento de Gobernación, la competencia para adoptar las
medidas de auspensión de Presidentes y miembros de las Corpora­
cio.... locales en el ejercicio de sus funciones por motivos graves
de orden público. -.

En principio, la competencia a que se refiere la norma citada
podria encuadrarse tanto en la ...,..teri"" de «répmen local» como
en la de «orden público», pero, en cualqwer caso, dada la
naturaleza de la norma, la delimitación de la titularidad de la
competenCia controvertida oblip a examinar, con carácter previo,
el alcance de la tutela del Estado o de las Comunidades Autónomas
sobre los entes locales.
, Conviene para ello reeordar la doctrina mantenida por este
Tribunal Constitucional en su Sentencia 4/1981, de 2 de febrero,

. dietada en el recurso de ineonstitucionalidad 186/1980. En ella,
después de afirmar el carácter representativo y autónomo de las
Corporaciones locales. reconncido y garantizado en los arts. 137,
140 Y 141.2 de la Constitución para la gestión de sus propios
intereses, se sostuvo que el principio de autonomía es compatible
eonla existencia de un control de legalidad sobre el ejercicio de las
competencias,. no ~nérico ni indeterminado. en supuestos en qu~

dicho ejercicio inCIda en intereses generales concurrentes con los
propios de la entidad, sean de la Comunidad Autónoma o del
Estado (fundamento juridico tercero). Tal doctrina fue reiterada en
la mencionada Sentencia al el\Íuiciar la constitucionalidad de los
controles establecidos en los arts.4l7, 419, 421, 422 Y425 de la Ley
de Régimen LoeaJ, concluyendo que, si bien con cáráeter general ha
de considerarse inconstitucional cnalquier disposición que establez­
es la posibilidad de suspensión O, destilución de los miembros de
las Corporaciones locales por razón de la gestión inadecuacja de los
intereses generales dél municipio, sin embargo tales controles no
son contrarios a la Constitución si el ejercicio de la autonomíal~
incide ~tivamente en intereses generales distintos de los propIOS
de la entidad (fundamento juridico décimo). .

Por' ello, al aplicar dicbas consideraciones generales a la
potestad gubernativa de suspensión y destitución, contenida en el
8ft. 421 de la LaL, entendió este Tribunal que no era contraria. a
la Constitución la potestad gubernativa de suspender en el ejerciCIO
de sus funciones a los Presidentes y miembros de las Corporaciones
locales por motivos graves de orden público, mientras que declaró
que babia sido deroj!llda por la Constitución la potestad de
destitución por el MinIStro .de los aludidos Presidentes y miembros
de las Corporaciones locales, así como la potestad de suspe~ónde
éstos por e! mismo órgallO en caso de mala conducta o neghgenCla
grave. Cousideró e! Tribunal que únicamente el carácter grave de
la situacióll, en cuanto a la alteración del orden público, podía
iustifi~ constitucionalmente,. de forma excepcional. la previsión

esa.t .De la anterior doctrina se deduce que después de la
Constitución DO cabe entender, como sostiene la representación de
la Comunidad, que el orden público a que se refiere el arto 421 de
la LRL, cualquiera que fUere su sentido originario, tenga por objeto
garantizar e! normal funcionamiento de las entidades locales,
~"Iue, si asJ fuera, la medida de control prevista en la Ley de
Régimen LocaJ resultaría incompatible con el principio de autono­
mJa garantizado por la Constitución y, en consecuencia, tal
precepto babria sido~ por la misma (disposición derogato­
ria, núm. 3, de la Constitución). A eUo bay <me añadir que el
control a que -se refiere e! 8ft. 421 de la LRL limita la autonomia
que la Constitución reconoce· y garantiza a los municipios para la
gestión de sus respectivos intereses (arta. 137, 140 Y 141.2),
afectando al órgano mismo, en· cuanto se proyecta sobre sus
titulares, .y no sólo a los actos que de ellos dimanan, '/ la previsión
legal de un control como el indicado exige una IOterpretación
restrictiva, que el mísmo legislador quiso dar al.precepto al calificar
de vaves los motivos de orden PÚblico. Por ello, los únicos
motivos de orden público que pueden dar lugar a que dicho control
sea compatible con la Constitución, sOn los comprendidos en el
concepto más estricto de seguridad pública, entendida -como
seilaló este mismo Tribunal en su Sentencia 33/1982, de 8 de
junio- como «lletivídad dirigida a la protección de personas v
bienes (seguridad en sentido estricto) y al mantenimiento. de la
tranquilidad u ord~ ciudadano que son finalidades inseparables y
mutuamente condicionadas» (fundamento juridico tercero). siendo
obvio que para poder llevar a cabo e! control ba de haberse
producido ya el supuesto de hecho previsto en la norma, sin que
baste una mera previsión de que pueda producirse en un futuro
inmediato.

5. Una vez delimitado e! alcance del precepto, la súspensión .
prevista no puede adoptarse sillO por órganos del Estado, pues a él
corresponde en exclusiva la coml!"!encia en materia de «seguridad
pública» según el 8ft. 149.1.29." de la Constituciólt. El propio
Abogado de la Generalidad admite implícitamente qUé, si el
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motivo de orden público ex ano 421 de la LRLfuera el de una
verdadera alteración de ese orden -er sentIdo estricto. 'es decir.
equivalente a la «Segundad públiC8»--. la competencia sería de
lituJaridad estatal. .

"bora bien. dado Que el art. 149.1.29' de la Constitución. tras
afinoar que corresponde al Estado la competencía exclWliva en
materia de seguridad pública, hace la salvedad de que ello es osi
«Sin ))eIjuicto de la posibilidad de creacIón de policías por las
ComunIdades .o\utónomas en la forma Qut !eestabJezca en los
respectivos Estatutos en el marco de lo que dJspoop una Ley
or¡ánlC8», es precISO exammar lo que sobre este punto dispone el
Estatuto de Cataluña. habida cuenta de que la Ley orgánica a la que
se refiere el citado precepto constitucIonal DO ha sido aún promul-
gada. <' /~••

Pues bien. dejando al mar¡en el arto 14 del meneioMdo b1.8tuto
-que se refiere a competencias del Gob':rno de la Nacióa y a iol
supuestos de mtervenctón de las Fuerzas y. Cuerpos de Seguridad
del Estado en functones atnbuldas a la Pobc1.8 de la Generalidad.
asl como a la dependenc.. de tales Fuerzas y Cuerpos m los aISOS
de declaración del estado de alarma, excepción o SItiO-. el art. 13
del mISmo habilita a la Generalidad para crear una Policía
autónoma y establece -entre otras cuestiones que no interesan
aqui- las funciones que habrá de ejercer tal Policla autónoma.

Este precepto. SIn embargo. como el JlI'OPIo art. 149.1.29." de la
ConstitucIón en c¡ue se basa. se refiere al aspecto orpnlco. es decir,
al del servJcto dispoOlble para IlllrantlZllr la aeguridad pública (la
Pollcia), no al aspecto material. la segllridad pública, por lo que la
eXlstencía de tal PoIiela autónoma ao modifica la titularidad es1.81a1

. de la competencia controvertida, dado que el art. 421 de la LRL no
guarda relactón alguna con la actividad policial.

6. Finalmente. es preciso señalar que no:...be ad1Íl:ir a tilvor
de la tltulandad comuni1.8na de la competencta "'Introvertida
-como. hace la represen1.8ción de la Generalidad- el hecIIo de que
en la disposición final S" de la Ley 40/1981, de 28 de octubre,_
la que se aprueban detenninadas medida sobre RBimen juriclico de
las Corporaciones locaIea (disposición idéntica a au bomóDima del
Real Decreto-Iey 3/1981. que viene a auatiluir), le eatabIezc:a '1'"
«las facultades de impusnación atribuidas _ la presente Ley a la
Administración del Estado, ~ponderán a las Comlllliiladea
AutÚnornas, en relación con las COMpetencias que hayo ..mido
y de acuerdO con lo es1.8blecido en aus ~voo EsIatutoo de
Aulooo_. Tales filcuItadea, _ una part~, se refieren a conlroles
de leplidad sobre «los actos Y aeuenIos de las eor-acJoaes
Local..,., es decir, aobre.la 8CtI.'vidad y no sobre el ólJ&liD, y, _
otra, la filcultad que se otot¡a a la AdmiDistraei6n del-." ID
su caso, a la Comunidad, no. es una filcubud para auspender didIoo
actos o acuerdos. SIno para IDlPusnarJoo lIDte los correspondientes
tribunal... Por ello no puede asimilarae la filcultad de suspender a
los Presidentes ~ nuembros de las Corporaciones locaIea a las
fileultad.. atribUidas a la Administración del Estado. y en au caso
a la Comunidad AlItónoma, _ los ans. 8 y 9 de la mencionada
Ley. •

. 7. Por lo que concierne al ap. B) del Decreto impu¡nado, flte
establece, .con relación al an.. 193.2 del Realamento de Qraanilll'
ctón. Functonamlenlo y Résimen Juridlco de las eor-acJooes

27959 CORRECCJONde errores ~n eltexto de los senuncias
del Tribunal Constitucional ¡n¡b/icadas en el suple­
mento al «Bolain Oficial del EsJado. IUlmero 185, de
Jeciul 18 de n(Jl!iembl'(? de 1984. '.

Advertidos errores en d texto de las sentencias del Tribunal
Constitucional, publicadas éu el suplemento al «Iloletin Oficial del
Estad"" número 285. de 28 de noviembre de 1984, se transcribeD
a continuación las oportunas rectificaciones:

En la pépna l. en e! snmarloyen el texto de la' sentencia,
columna pnmera, líneas primeras. donde dice: «Sala Sesunda.
Sentencia número 98/1984.: debe decir: «Sala Se&unda, Recuran de

. amparo número 142/84. Senlencía número 98/f984». .
En la pásina 2, primera columna, pámúO 5, penúltima línea,

donde dice: «acoplaba...; debe decir: «acompañaba....

Locales. que correspoode al Gobierno lIe la Generalidad la compe­
tencía para ordenar al Alcalde. a petición de ctta!quler Concejal de
Jos que hubIeran firmado la sohCltud de sesIón extraordinaria. que
convoque dicha sesIÓn en el plazo de ClJ8lro días. si la demora no
tiene causa justificada. . .

Es1.8 competencia no puede considerarse incluida dentro del
ámbito de la segundad pública. como pretende el Abopdo del
Est8<lo, pues la finabdad que persiaue la norma no es la de
Illlranllzar dicha _ridad. enteDdida ésta en los términos antenor- .
mente expuestos. sino la de aseaurar el funcionamIento de lOS
órganos de los entes locales.

De llQ,ul que el titulo. competencia! que ha de servir de base para
e!~o de la filcultad previs1.8 en el menciOllllOo precepto sea
el relativo al «régimm locabt y. _ lo tanto, la compelencia
controvertida haya de considerarse incluida dentro de las asumIdas
_la Generalidad de Cataluña en virtud del art. 9.8 de su Estatuto

'.de AuIonomía.
. Es cierto qlll' al Estado compete. de conformidad con lo

dIaouesto en el ano 149.1.18.' de la Constitución. el establecImIento
de las bases del r6&imen juridico de las Admmistractones públicas.
mire las que le encuentran las AdmiDiatractones locales, y que la
asunción de competellcia exclusiva de la Generalidad de Cataluña
en materia de 4lIéIimea local» lo es '«Sin peJJulcio de lo que dispone
el' núm. 18 del ap. 1.° del art. 149 de Iil Constitució"'. como
es1.8blece el mencionado precepto es1.8tutario. Pero en el presente
caso la Comunidad Autónoma se limita a aaumir la competencta
de~ón de lo eatabIecido previamente en el Realamento de
OtpJuzactón. fllllcioDamienlO YRillimea Jurídico de las Corpora­
ciones 1ocaIeó, sin entrar a detennlnar ni 101 supuestos en los que
procede el control sobre la actividad del 6rpno ni la forma de
realizarlo. y 1IO puede considerarse como básico el que sea el Estado
quien lleve a cabo el control previato en llna materia inherente al
funcionamiento de las Corporaciones 1oca1es, que no afecta al
interés aeneraJ del liatado. . .. '. .

FALLO

En atOnclón a todo Io=~ Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD E j.E UlNFIERE LA CONSTlTU-
ClON DE LA NAClON PANOLA..

Ha decidido:

Primero.-Dec1arar _ conesponde al Estado la titularidad de
la conipetencia conuovertida a que remite el ap. A) del ano l.0 del
DecretO 162/1982, de 3 de jUDio, de la Generalidod de Cataluña.
con e! a!caIlce que se precisa m e! fundamento jurldico cuarto.

Sellnndo.-Dec1arar que corresponde a la Generalidad de Catalu­
ia la titularidad de la competencía controvertida a qlll' remite el
ap. B) del mismo pncepIo.

PublIqueS< es1.8 Senteltl:ia en el «IloIetiDOIlciaI del Estad"".
Dada m~ a , de diciembre de 1984.-Fmnado: Jerónimo

Atozamena Sierra.-An&el Latorre Sesura--Manuel Diez de Velasco
Vallejo.-FIlIIIciaco Rubio lJomne.-<lIoria Beaué Cantón.-Luis
DIez Picazo.-Francisco TomAs y Valiente.-Raf'ael Gómez-Ferrer
Motant.-Aulooio Truyol Semt.-FIlIIIciaco .Pera Verdosuer.

En la pá¡ina lO. Drimera columna, párrafo 1, penúltima línea.
donde dice: «pp. 328 y ....; debe decir: «p. 328 y .....

En la pásina 10, primera columna, párrafo 2, sesunda linea.
donde dice: «pp. 328 y ....; debe decir: «328 y"'•.

En la pá¡ina 12, primera columna, párrafo 13, última linea.
donde dice: «por error de la presente»; del>e decir: «por error de la
presen1.8nte».

En la pá¡ina 13, sesunda columna, párrafo 6, línea primera.
donde dice: «el Juzsado"'; debe decir: «el Juzsado».

Ea la pásina .16, primera columna, pArrafo 5, última linea.
donde dice: «retttisió...: debe decir: «decJSió....

En la pásina 18, sesunda columna, párrafo 3, última Iin....
donde dice: «LC&: debe decir: «LECa.


